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Concepto No. 5001.
De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2º, y 278, numeral 5º, de la Constitución Política, rindo concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6º, y 242, numeral 1º, de la Carta, instauró el ciudadano EDUARDO SOTO FRÍAS contra el artículo 21, literal A.12 de la Ley 1383 de 2010, por medio de la cual se modifica la Ley 769 de 2002, y cuyo tenor literal es el siguiente:

LEY 1383 DE 2010

(marzo 16)

Diario Oficial No. 47.653 de 16 de marzo de 2010
Por la cual se reforma la Ley 769 de 2002 - Código Nacional de Tránsito, y se dictan otras disposiciones.
EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

(…)

ARTÍCULO 21. El artículo 131 de la Ley 769 de 2002, quedará así: 

Artículo 131. Multas. Los infractores de las normas de tránsito serán sancionados con la imposición de multas, de acuerdo con el tipo de infracción así: 
A. Será sancionado con multa equivalente a cuatro (4) salarios mínimos legales diarios vigentes (SMLDV) el conductor de un vehículo no automotor o de tracción animal que incurra en cualquiera de las siguientes infracciones:

(…)

A.12. Prestar servicio público con este tipo de vehículos. Además, el vehículo será inmovilizado por primera vez, por el término de cinco días, por segunda vez veinte días y por tercera vez cuarenta días. (Se subraya lo demandado).
1.  Planteamientos de la demanda.
El actor considera que el aparte normativo acusado vulnera los artículos 13, 25, 53, 58 y 333 de la Carta, así como el principio Superior de confianza legítima, por cuanto sanciona con multa la prestación del servicio público con vehículos de tracción animal. Esta sanción impide a las personas que prestan ese servicio el libre ejercicio de su profesión u oficio, así como el legítimo desarrollo de su actividad económica, de modo tal que termina por afectar su mínimo vital, al privarlos de su fuente de ingresos sin brindarles una alternativa para sustituirla.
Precisa que ha sido “cochero” o “auriga” en Cartagena por alrededor de 20 años, por tratarse de una ocupación legal que se encuentra reglamentada, controlada y vigilada por las autoridades competentes, bajo estrictas medidas de seguridad y salubridad. Agrega que esta actividad resulta rentable para quienes la realizan, al tiempo que produce beneficios financieros para el distrito, a través del impuesto de circulación que ellos deben pagar anualmente, e incide de manera positiva en la promoción turística, cultural y ecológica, coadyuvando a la conservación de la ciudad amurallada por la que transita el carruaje. 
Estima que la disposición impugnada configura un cambio abrupto en las reglas jurídicas vigentes y, en consecuencia, para su validez constitucional debe estar acompañada de medidas de transición idóneas, que permitan a sus destinatarios ajustar su conducta a la nueva normativa, con el menor menoscabo posible de sus derechos fundamentales, so pena de vulnerar el principio de confianza legítima, derivado del principio de buena fe, que rige las relaciones entre el Estado y los ciudadanos. 
2. Problema Jurídico.

Corresponde analizar si el literal A.12 del artículo 21 de la Ley 1383 de 2010, al prohibir la prestación del servicio público con vehículos de tracción animal, configura o no una restricción desproporcionada del derecho al trabajo y de la libertad de empresa, que vulnera el mínimo vital de las personas que se dedican a esa actividad.
3. Las sanciones por infracción a las normas de tránsito terrestre, para la protección de derechos constitucionales, mediante el uso del poder de policía.
El tránsito vehicular es una actividad trascendente en las sociedades contemporáneas, por su importancia como motor para el desarrollo social y económico, y para la realización de los derechos fundamentales. Por ejemplo, la libertad de movimiento y circulación (CP art. 24) se encuentra ligada en gran medida al transporte terrestre, lo mismo que el desarrollo económico y social. Sin embargo, dicha actividad acarrea riesgos de seguridad que pueden afectar gravemente la integridad de las personas. Por ende: “resulta indispensable no sólo potenciar la eficacia de los modos de transporte sino garantizar su seguridad”
, lo cual implica una regulación rigurosa del tráfico. Al respecto, ha dicho la Corte:

El tránsito automotriz está rodeado de riesgos. No en vano se ha establecido que la conducción de vehículos constituye una actividad de peligro. Asimismo, los accidentes de tránsito representan una causa importante de mortalidad y de daños en las sociedades modernas. Por consiguiente, el Estado tiene la obligación de regular la circulación por las carreteras, de manera tal que se pueda garantizar, en la medida de lo posible, un tránsito libre de peligros, que no genere riesgos para la vida e integridad de las personas. Con este propósito, se han expedido normas e instituido autoridades encargadas de su ejecución
.

La importancia y el carácter riesgoso del tránsito vehicular justifican que esta actividad pueda ser regulada con estricto rigor, siendo viable imponer condiciones y requisitos específicos, destinados a salvaguardar los bienes materiales e inmateriales de los seres humanos, así como sus prerrogativas fundamentales. En este sentido, la jurisprudencia ha resaltado que el tránsito es una actividad “frente a la cual se ha considerado legítima una amplia intervención policiva del Estado, con el fin de garantizar el orden y proteger los derechos de las personas”
. En consecuencia, el control constitucional ejercido sobre las normas que rigen esta actividad debe ser dúctil, a fin de no vulnerar esa necesaria libertad de configuración legislativa. 
Por otra parte, dado que el diseño de los asentamientos humanos es cambiante, resulta lógico que la regulación del tránsito evolucione a la par de dichas transformaciones. No es dable pensar que los códigos de movilización que hace un siglo rigieron –cuando los hubo- el tránsito de personas, animales y vehículos, sean los mismos que hoy requieren las grandes ciudades. Tampoco puede pensarse que los comportamientos requeridos a quienes transitan por las vías públicas de grandes urbes, sean los mismos que se imponen a los habitantes de municipios de menor desarrollo físico y de menos población. La reglamentación a que se hace referencia, debe guardar conexidad con la realidad urbana que es su objeto, lo cual no es más que el reconocimiento del principio de coherencia del derecho.

De esta manera, aquellos vehículos cuya fuerza motriz proviene de las potencias animales, también son objeto de regulación por parte del Estado. Su influencia en la dinámica diaria de la circulación resulta evidente: ocupan un lugar en la vía pública, desarrollan niveles menores de velocidad, manipulan fuerzas físicas de diferente entidad, con grados determinados de maniobrabilidad y generan impacto ambiental. La conducción de estos vehículos tiene entonces un efecto en los derechos de terceros y, sobre todo, un resultado concreto en la obtención de niveles óptimos de seguridad, comodidad y salubridad del espacio público, que no son más que manifestaciones del interés general.

Ya que el Estado es el encargado de organizar y coordinar los elementos involucrados en esta relación, también es lógico suponer que en él recaiga la responsabilidad de evaluar en qué grado y con qué intensidad se afectan el interés general y los derechos de terceros. En otras palabras, es el Estado, por medio de la ley, quien debe determinar cuáles son las restricciones que deben imponerse para que el tránsito de vehículos y de peatones permita alcanzar niveles aceptables de orden, seguridad, salubridad y comodidad públicas.

En este orden de ideas, la potestad sancionatoria de la administración adquiere especial significado, no como una fuente de ingresos para el Estado, sino como un medio idóneo para garantizar los derechos individuales de las personas y los intereses colectivos de la sociedad. Su objeto y su fin son básicamente preventivos, tuitivos y formativos, de modo tal que quienes conducen vehículos valoren el riesgo al que se están exponiendo y al que exponen a terceros, tanto a nivel moral como patrimonial, así como la incidencia de esa actividad en el goce y disfrute común de la tranquilidad y seguridad ciudadanas, el medio ambiente y el espacio público, entre otros valores jurídicos que pueden verse afectados con un comportamiento imprudente de su parte. Aquí conviene recordar lo expresado por la Corte en cuanto a que:
El legislador adoptó el Código Nacional de Tránsito Terrestre con el fin de regular la circulación de los peatones, usuarios, pasajeros, conductores, motociclistas, ciclistas, agentes de tránsito y vehículos por las vías públicas y ciertas vías privadas (Art. 1º Ley 769/02).

El objetivo central de dicha regulación es el de garantizar la seguridad y comodidad de los habitantes, especialmente de los peatones y de los discapacitados físicos y mentales, así como la preservación de un ambiente sano con la protección del uso común del espacio público. En este sentido, es evidente que las normas que lo integran tienen relación directa con los derechos de los terceros y con el interés público, pues éstos son los conceptos que principalmente se ven involucrados en la ecuación vía – persona - vehículo.

Es claro que si no existiera una regulación adecuada de la circulación de personas y vehículos sobre las vías públicas, los derechos de los particulares, así como el interés colectivo, se verían gravemente afectados: la descoordinación de las fuerzas físicas que actúan en el escenario del tránsito vehicular y peatonal provocaría la accidentalidad constante de sus elementos y el medio ambiente no resistiría la ausencia de una normatividad que reglamentare la emisión de gases tóxicos por parte de los automotores, para poner sólo los ejemplos más evidentes. Fines tan esenciales al Estado como la prosperidad general y la convivencia pacífica (Art. 2º C.P.) serían irrealizables si no se impusieran normas de conducta claras y precisas para el ejercicio del derecho de circulación
.
El Código permite imponer medidas administrativas, como aquella a que se refiere la norma parcialmente acusada, a manera de sanción por la infracción de sus normas. Según lo prescribe el artículo 2° del Código, la “infracción” es una “transgresión o violación de una norma de tránsito”, que puede ser simple cuando se trate de violación a la mera norma, o compleja si además se produce un daño material. Dentro de las diferentes sanciones por infracciones de tránsito que pueden ser impuestas por las autoridades competentes están, aparte de la multa, la inmovilización del vehículo y la suspensión de la licencia de conducción, entre otras
.
Así las cosas, el carácter especial de la actividad del manejo de vehículos  vincula la sanción y el pago de la misma, no tanto a un procedimiento administrativo de recaudo, sino principalmente a la efectividad de las funciones pedagógica y preventiva de tales medidas, lo cual depende ante todo de su validez constitucional en tanto no resulten arbitrarias. Dentro de este contexto debe ser estudiada la razonabilidad jurídica de la disposición normativa que aquí se cuestiona.
4. Análisis concreto del literal demandado.
La norma parcialmente demandada pertenece al Código Nacional de Tránsito Terrestre, cuyo objeto, según aparece definido en sus principios rectores, es desarrollar el artículo 24 de la Constitución Política, conforme al cual todo colombiano tiene derecho a circular libremente por el territorio nacional con las limitaciones impuestas por la ley, para la garantía de la seguridad y comodidad de los habitantes, para la preservación de un ambiente sano y para la protección del uso común del espacio público. Por tanto, sus disposiciones rigen en todo el territorio nacional y “regulan la circulación de los peatones, usuarios, pasajeros, conductores, motociclistas, ciclistas, agentes de tránsito, y vehículos por las vías públicas o privadas que están abiertas al público, o en las vías privadas, que internamente circulen vehículos; así como la actuación y procedimientos de las autoridades de tránsito”.
El propósito central del legislador, al expedir la norma sub judice, que prohíbe la prestación del servicio público con vehículos de tracción animal, corresponde al fin constitucional de dotar al país de reglas de tránsito acordes con la dinámica actual de la circulación, eliminando factores de riesgo incompatibles con el grado evolutivo existente al respecto. En este sentido, la razón que subyace a la norma es la de que la estructura vial colombiana ha alcanzado niveles de complejidad incompatibles con el empleo de ese tipo de medios de transporte y que, en esa medida, utilizarlos para el servicio público se ha convertido en un peligro para la seguridad en las vías públicas, que amenaza los derechos fundamentales de las personas que transitan por ellas y el interés general de la sociedad de contar con un sistema de transporte seguro. 

De acuerdo con el anterior contexto, se analizará si la norma parcialmente acusada es o no razonable, en tanto es o no proporcional a sus fines. Se analizará, además, si ella respeta o no el núcleo esencial de los derechos fundamentales implicados, tales como el mínimo vital y la igualdad, lo mismo que las libertades económicas y el principio de la buena fe.

Para empezar este análisis, es preciso recordar que en otras oportunidades la Corte ha debido enfrentar el estudio de disposiciones legales contentivas de “clasificaciones demasiado amplias”, como la que se estudia aquí, cuyo alcance queda abierto al criterio de la autoridad encargada de ejecutarla. Así, en materia de restricción de derechos fundamentales, una clasificación es inconstitucional por ser lata, cuando incluye en el mismo grupo objeto de restricción a individuos, cosas o actividades que efectivamente implican un riesgo social y a las que no lo representan. 
De este modo, por ejemplo, la Corte ha dicho
 que excluir de la dirección científica de laboratorios clínicos e industriales a microbiólogos y a patólogos clínicos, con el fin de evitar que otros profesionales que no ostentan el título de bacteriólogos ejercieran dichos cargos, es desconocer, mediante una restricción demasiado amplia, que aquellos profesionales estaban capacitados para realizar las labores de dirección a que se refiere la Ley 36 de 1993. Asimismo, en la Sentencia C-505 de 2001 se declara inexequible la restricción contenida en la Ley 22 de 1984, relativa a la posibilidad de hacer investigación científica en biología sin el título correspondiente.

Igualmente, la jurisprudencia constitucional establece que el principio de máxima taxatividad en materia penal, se aplica mutatis mutandi en materia policiva y disciplinaria, por cuanto ambas son expresiones del ius puniendi del Estado y, en consecuencia, comprometen directamente el goce efectivo de los derechos fundamentales, entendidos como derechos públicos subjetivos de defensa frente al poder público. Por tanto, le corresponde al legislador describir de manera clara, precisa e inequívoca, las conductas que han de ser consideradas como infracciones de tránsito, de manera que aquellas normas ambiguas o extremadamente generales e indeterminadas, como el literal a.12 del artículo 21 de la Ley 1383 de 2010, es decir las que sancionan comportamientos cuya descripción resulta inexacta, difusa o imprecisa, desconocen el mandato contenido en el artículo 29 de la Carta, pues permiten diferentes interpretaciones que dan lugar a la arbitrariedad policial.
Y es que, en efecto, en la conducta prohibida descrita en el aparte normativo en cuestión, el legislador deliberadamente se abstiene de limitar con claridad su ámbito de aplicación, pues supone que para alcanzar los niveles de seguridad que se propone al expedir el Código Nacional de Tránsito, se requiere sancionar la prestación de cualquier servicio público con vehículos de tracción animal, desconociendo entonces que con dicha prohibición se sacrifican modalidades de circulación que no implican un riesgo inminente para la seguridad vial del país, como es el caso de los coches en la ciudad amurallada de Cartagena o las carretas en las zonas rurales. Estas modalidades son, por el contrario, necesarias para la satisfacción de necesidades básicas de personas y grupos con preservación del ambiente sano. Se trata entonces de una restricción con una “cobertura demasiado amplia”, que la hace incompatible con el ordenamiento jurídico constitucional.

Además, nótese que la expresión “servicio público” contenida en dicha disposición legal abarca demasiadas actividades, que no siempre se pueden identificar y delimitar con precisión, por lo que no resulta exagerado sostener que lo que en realidad se está prescribiendo es la erradicación de los vehículos de tracción animal, pues es conocido que su uso no suele estar asociado al transporte particular de sus propietarios, sino a la prestación de servicios varios, ya que su destinación es principalmente económica. Esta regulación ya fue analizada por la Corte, al declarar la inexequibilidad del término “erradicación”, contenido en el artículo 98 del citado Código, que contemplaba la salida de circulación de esta clase de vehículos, por considerar que acarreaba que “las autoridades de tránsito locales, conocedoras de la realidad del municipio de su jurisdicción, están imposibilitadas para ajustar la circulación de las carretas a las necesidades del centro urbano, siendo obligatorio en tales casos que se proceda a ´retirar los vehículos de tracción animal´ de la vía pública”, efecto jurídico que encontró contrario a la Carta. 
En este orden de ideas, el carácter totalizante y, por tanto, desproporcionado de la sanción policiva sub judice, que también se desprende del hecho de que la ley no considera que las exigencias viales de los municipios de categoría especial no son similares a la de los municipios de primera categoría, entre otras diferencias relevantes para su validez y efectividad, dispensando en cambio un trato igualitario que no puede aplicarse sin generar más desigualdades, no deja dudas acerca de su falta de razonabilidad. Así, la falta de discernimiento legal acerca de las exigencias propias de cada modelo de ciudad, hace que la prohibición absoluta, so pena de multa, de la prestación de cualquier servicio público con estos medios de transporte, constituye una medida ajena a la realidad social, cultural e histórica de las personas a los cuales va dirigida y de los municipios en que se aplica.

Con base en lo anterior, la vista fiscal concluye que: i) son las autoridades competentes de la regulación del tránsito local, en los diferentes entes territoriales del país, las encargadas de establecer dentro de su correspondiente jurisdicción, cuáles servicios públicos y bajo qué condiciones pueden prestarse con vehículos de tracción animal y cuáles definitivamente no, por motivos de seguridad vial; y ii) para garantizar que dicha regulación se adapte a las características municipales de la malla vial, el legislador debe tener en cuenta que el tránsito urbano de vehículos de tracción animal no coincide necesariamente con el tránsito en la ciudad, pues existen zonas, áreas, territorios citadinos, que gracias a sus condiciones bien pueden ser utilizados por los vehículos a que se refiere la norma en comento. 

La restricción consagrada en el numeral a.12 del artículo 21 de la Ley 1383 de 2010, está en contravía de imperativos constitucionales como la descentralización administrativa y la autonomía territorial, así como de derechos fundamentales como el trabajo, la libre escogencia de profesión y oficio y la libertad de empresa, por lo cual debe ser declarado inexequible.

Para resolver este caso, resulta aplicable la ratio decidendi de la Sentencia C-355 de 2003, sobre protección del mínimo vital y la igualdad material de las personas que ejercen su actividad económica por medio de vehículos de tracción animal, por considerar que conforman un grupo humano vulnerable en razón de su precaria condición financiera, grupo que es sujeto de especial protección del Estado en virtud de la cláusula social que lo define y justifica. La argumentación de la Corte en ese caso es: 
Análisis de la norma demandada a la luz del derecho al trabajo.
En el caso de la norma demandada, es indudable que el derecho al trabajo ha sido sometido a una restricción. Se pregunta entonces ¿tal restricción es ofensiva del núcleo esencial de ese derecho?

En principio, podría considerarse que la limitación a utilizar ese sistema de transporte no constituye una garantía que haga parte del núcleo esencial de este derecho. Dentro de tal lógica, la restricción legal limitaría un aspecto adyacente del derecho al trabajo, que no es fundamental para su ejercicio. En el mismo sentido, podría agregarse que la conducción de vehículos de tracción animal constituye el instrumento por el cual sus propietarios realizan variados oficios que pueden sintetizarse en el transporte de personas y de cosas y que el uso de este específico medio de transporte no hace parte del núcleo esencial del derecho al trabajo porque el transporte de personas y de cosas no se realiza exclusivamente a través de las carretas o “zorras”, sino que pueden ser reemplazados por otros más acordes con las exigencias del tráfico moderno.

No obstante, para la Corte, el argumento anterior resulta ser en extremo formalista. Esta Corporación considera que el análisis de los derechos y garantías que hacen parte del núcleo esencial del derecho no puede hacerse allende las condiciones particulares de su titular. La situación concreta de la comunidad que deriva su sustento diario de la conducción de carretas o ‘zorras’ no permite considerar su vehículo como un simple instrumento de transporte - que pudiera reemplazarse fácilmente por otro de mayor evolución- sino como la base fundamental, la posibilidad mecánica misma de desempeño de sus actividades laborales. No es entonces una herramienta adyacente a su oficio, de la que pudieran echar mano a liberalidad, sino el instrumento por excelencia del cual dependen para llevar a cabo su trabajo.

Esta Corporación considera que tal y como corresponde a la redacción original de la norma, la disposición legislativa sí constituye una violación inminente del núcleo esencial del derecho al trabajo de los usuarios de los vehículos de tracción animal, pues dicha redacción no se limita a restringir el derecho a usar este tipo de transporte sino que dispone su ‘erradicación’ de las vías de todos los municipios de primera categoría y de categoría especial.

Nuevamente, la naturaleza desproporcionada de la disposición surge de que se le prohíba a los propietarios y conductores de estos vehículos, no sólo conducirlos por las vías urbanas de los municipios de categoría especial y de primera categoría, sino explotarlos económicamente y, por ende, aprovecharlos como instrumento de trabajo, sin consideración al hecho de que el peligro para la seguridad vial que tal explotación económica implica no es ostensible ni inminente en todas las vías de los municipios mencionados. 

La erradicación de esta modalidad de transporte, que no sólo afecta el derecho a la libre circulación, tiene repercusiones en el derecho al trabajo de quienes viven de manejarlos, por lo que bien puede decirse que, en su caso, el núcleo esencial de tal derecho trabajo ha quedado seriamente afectado.

En conexidad con lo anterior, la norma también resulta atentatoria del derecho al mínimo vital de quienes tienen puesta su supervivencia en la conducción de los vehículos halados por animales. La erradicación de estos vehículos, sin que medie una normatividad de transición efectiva –como se verá más adelante-, trae para los conductores de las ‘zorras’ una pérdida económica de severas consecuencias, dado que su subsistencia se encuentra inescindiblemente ligada con este oficio. 

En virtud de que el trabajo diario de quienes conducen las carretas se da sobre dichos aparatos, es innegable que su principal fuente de recursos económicos proviene de allí. Es fácil considerar que su ‘salario’ se obtiene de la explotación económica de estos vehículos y que, por tanto, el Estado está en la obligación de protegerlo al igual que protege el contenido mínimo del salario ordinario. 

Por esta razón, la Corte estima que la norma es vulneratoria del mínimo vital de quienes dependen económicamente de la conducción de estos vehículos, pues es claro que sin la posibilidad de tenerlos a su disposición, aquélla elimina “esa porción absolutamente indispensable para cubrir las necesidades básicas de alimentación, vestuario, educación y seguridad social”, que es como dicho concepto ha sido definido por la Corte.

Pero ello no es todo. Según el artículo 13 de la Carta Política, “[e]l Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados”, además de lo cual protegerá “especialmente a aquellas personas que por su condición económica (...) se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta (...)”
De conformidad con el texto constitucional, la protección que las autoridades deben suministrar a los grupos poblacionales sometidos a condiciones económicas desfavorables, marginados por la sociedad e incapaces de afrontar las exigencias impuestas por el desarrollo no puede quedarse en el plano meramente teórico. Exige la adopción de medidas concretas, reales y efectivas que busquen disminuir los niveles de inequidad y permitan la incorporación de dichos sujetos a la dinámica del progreso. Tal como lo sostuvo la Corte en la Sentencia C-316 de 2002, en la cual la Corporación declaró la inexequibilidad de la cuantía mínima de la caución prendaria en el proceso penal:

“La evidente desigualdad económica que impera en esta sociedad impone al Estado la adopción de medidas que tiendan a su nivelación, bien reconociendo derechos especiales a los menos favorecidos, ya imponiendo sacrificios adicionales a quienes se encuentran en posición de privilegio. El juez constitucional, como garante de los principios que inspiran la estructura del Estado Social de Derecho, debe entonces intervenir en la consecución de dicha igualdad, a efectos de que las normas constitucionales imperen plenamente y en beneficio del conglomerado.” (Sentencia C-316 de 2002 M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra).
Este principio jurídico, que define los contornos del concepto del Estado Social de Derecho, impone que en el diseño de toda política pública, el Estado deba evaluar los efectos de sus decisiones en los intereses de los grupos poblacionales marginados o económicamente débiles.

Tal requerimiento implica que el Establecimiento no puede ser sordo a las necesidades que emergen de la población dependiente de la tracción animal y que es su deber estudiar la forma de hacer compatibles una realidad patente de la vida nacional con las exigencias de la vida moderna en materia de tránsito vehicular. De allí la necesidad de que el Estado diseñe programas de transición que permitan la realización efectiva, concreta y práctica del principio de la igualdad material, a fin de evitar que las personas perjudicadas por las políticas públicas reciban de lleno sus efectos nocivos.

Las inexequibilidades declaradas en el numeral anterior pretenden evitar que la prohibición absoluta contenida originalmente en la norma produzca sus efectos inconstitucionales. La Corte estima que habiéndose declarado inexequibles las expresiones “erradicación” y “a partir de esa fecha las autoridades procederán a retirar los vehículos de tracción animal” ha quedado también protegido el derecho al trabajo de los individuos a los que va dirigida la disposición. (Negritas fuera del original).
Con base en las anteriores consideraciones, y teniendo en cuenta el contexto normativo y fáctico común que existe entre la disposición normativa analizada entonces por la Corte y la que ahora se somete a su juicio de inexequibilidad, es preciso seguir y ratificar ahora el precedente judicial reseñado, para que su contenido en calidad de ratio decidendi no resulte desatendido ni menos aún contrariado por el Legislador en la reforma al Código Nacional de Tránsito que se realizó mediante la ley bajo análisis.

La adición de esta nueva conducta sancionable al literal “a” del artículo 21 de dicha ley, configura un intento fallido por subsanar el incumplimiento de la decisión judicial en comento, por parte de las autoridades municipales y distritales competentes, a quienes se ordena en el numeral 3°, concretar la erradicación del tránsito de vehículos de tracción animal en sus vías, bajo condiciones específicas que incluyan planes alternativos de sustitución de la actividad económica de sus conductores a partir de su capacitación.
Más aún, lo que logra el legislador con la creación de esta nueva infracción de tránsito, es revivir en otros términos y circunstancias, la restricción absoluta que consagró previamente en el artículo 98 del Código respectivo, la cual fue declarada parcialmente inexequible por la Corte, matizando su alcance para ajustarlo a la Carta. Se trata de dos normas distintas, es cierto, pero que en la práctica buscan y en efecto producen el mismo resultado inconstitucional, cual es la erradicación total de los vehículos de tracción animal, sin crear las debidas medidas de transición legislativa que respeten y garanticen la confianza legítima, derivada de la buena fe, que rige las relaciones entre el Estado y sus ciudadanos.
Por ende, en defensa de la integridad y supremacía de las disposiciones Superiores y de su eficacia normativa frente a la actividad del legislador, es preciso declarar la inexequibilidad de la norma parcialmente acusada, por los motivos expresados en este concepto y por los expresados por la Corte en los apartes pertinentes, que aquí se citan, de la Sentencia C-355 de 2003. 
5. Conclusión.
En mérito de lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte declarar INEXEQUIBLE el literal a.12 del artículo 21 de la Ley 1383 de 2010, “por la cual se reforma la Ley 769 de 2002 – Código Nacional de Tránsito, y se dictan otras disposiciones”.
Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación

LJMO/FESC
� Ver, entre otras, la Sentencia C-066 de 1999, Fundamento 4.


� Sentencia T-258 de 1996, Fundamento 7. En el mismo sentido, ver, entre otras, las Sentencias T-287 de 1996, C-309 de 1997 y C-066 de 1999. 


� Sentencia C-309 de 1997, Fundamento 19.


� Sentencia C-355 de 2003. 


� Ley 769 de 2002. Artículo 122. Tipos de sanciones. Las sanciones por infracciones del presente Código son: 


Amonestación.


Multa.


Suspensión de la licencia de conducción.


Suspensión o cancelación del permiso o registro.


Inmovilización del vehículo.


Retención preventiva del vehículo.


Cancelación definitiva de la licencia de conducción.


� Ver la Sentencia C-226 de 1994. 


� Sentencia T-497 de 2002. M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra.
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